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EN EL TRIBUNAL DE APELACIONES 
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v. 
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CERTIORARI 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de San 
Juan 
 
Caso Núm: 
K VI2003G0031  
K OP2003G002 

 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres 
 
Vicenty Nazario, Jueza Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico a  22  de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor Luis 

Barreto (peticionario, parte peticionaria) mediante un escueto escrito 

titulado Petición de Certiorari y nos solicita que revisemos y revoquemos 

una  Resolución emitida el 6 de junio de 2016 por la Sala de San Juan del 

Tribunal de Primera Instancia (TPI, foro primario o instancia). Mediante el 

aludido dictamen el TPI se pronunció “no ha lugar” a una solicitud del 

peticionario al amparo de la Regla 192.1 de las de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. 32 LPRA Ap. III, R. 192.1, para que se modificara 

la Sentencia impuesta en su contra en la causa criminal de epígrafe y se 

ordenara el cumplimiento concurrente de la pena impuesta en el delito de 

Asesinato en Segundo Grado (KVI2003G0031) con la pena impuesta en 

el delito de conspiración (KOP2003G0002).  

Procedemos a adjudicar, prescindiendo de otros trámites, según 

nos lo autoriza a hacer la Regla 7(B)(5) del reglamento de este Tribunal.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, denegamos la 

expedición del recurso presentado.  
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I 

Según surgen del expediente ante nuestra consideración1, 

particularmente del escrito sometido por la parte recurrida, los hechos e 

incidentes procesales esenciales y pertinentes para disponer del recurso 

son los siguientes: 

El peticionario fue acusado por  infracción al Art. 83 del Código 

Penal del 1974 reclasificado a Asesinato en Segundo Grado. El 

peticionario estando representado legalmente, realizó alegación de 

culpabilidad.2 El peticionario fue sentenciado el 10 de septiembre de 2003 

a cumplir de forma consecutiva, 30 años por el asesinato en segundo 

grado de manera concurrente con las penas en los casos 

KLA2003G0195, KLA2003G0196, KLA2003G0197, KLA2003G0198, 

KLA2002G0983, KPD2002G01841 y consecutivamente con la pena del 

caso KOP2003G0002 y con cualquier otra sentencia que estuviera 

cumpliendo para un total de 33 años.    

El 30 de julio de 2013 el peticionario presentó a través de su 

representación legal, ante el TPI una moción al amparo de la Regla 192.1 

de las de Procedimiento Criminal, supra, titulada Moción sobre 

Modificación de Sentencia, Regla 192.1 de Procedimiento Criminal.   En 

la misma solicitó que se impusiera el cumplimiento de las penas de 

manera concurrente ya que los artículos 71 y 72  del Código Penal del 

2012 proveen para ello. El Ministerio Público presentó Oposición en 

donde arguyó que la cláusula de reserva  del Artículo 308 del Código 

Penal del 2004, como la cláusula de reserva del Articulo 300 del Código 

Penal del 2012, impedía la aplicación del principio de favorabilidad a los 

hechos cometidos bajo la vigencia del Código Penal del 1974. El 30 de 

                                                 
1
  Solicitamos al foro primario copia de la Sentencia de fecha 10 de septiembre de 2003, 

Moción sobre Modificación de Sentencia, Regla 192.1 de Procedimiento Criminal  
presentada por el peticionario a través de su representación legal el 30 de julio de 2013, 
Oposición a Moción sobre Modificación de Sentencia, presentada por el Ministerio 
Fiscal el 19 de septiembre de 2013, Orden  del TPI denegando la modificación de 
sentencia de 24 de octubre de 2013 y Moción solicitando concurrencia presentada 
por el peticionario por derecho propio de 24 de  mayo de 2016. 
2
 El acuerdo pre acordado contemplaba una recomendación en cuanto la pena según 

surge de la sentencia. 
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septiembre de 2013, notificada el 24 de octubre de 2013, el TPI se 

pronunció “no ha lugar” a la solicitud presentada.   

Posteriormente y por derecho propio, el peticionario el 27 de mayo 

de 2016, presenta Moción solicitando Concurrencia. En dicho escrito 

presenta los mismos argumentos los cuales fueron resueltos por el TPI el 

30 de septiembre de 2013. El 6 de junio de 2016, notificada el día 8 del 

mismo mes y año, el foro primario determinó no ha lugar a la solicitud del 

peticionario. 

Inconforme con el aludido dictamen, el 8 de julio de 2016 el 

peticionario acudió ante este Tribunal en revisión.  Esencialmente 

cuestiona el dictamen del TPI, que denegó su moción al amparo de la 

Regla 192.1 de las de Procedimiento Criminal, supra.   

II. 

Procede examinar  la normativa que debemos considerar para 

disponer de este recurso. 

A. Regla 192.1 de Procedimiento Criminal 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 L.PR.A. Ap. II, R. 

192.1, es un recurso disponible a una persona confinada para reclamar su 

derecho a ser puesta en libertad. A esos efectos establece en su parte 

pertinente lo siguiente:       

(a) Cualquier persona que se halle detenida en virtud de una 
sentencia dictada por cualquier sala del Tribunal de Primera 
Instancia y que alegue el derecho a ser puesta en libertad 
porque (1) la sentencia fue impuesta en violación a la 
Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico o la Constitución o las leyes de Estados Unidos, 
o (2) el tribunal no tenía jurisdicción para imponer dicha 
sentencia, o (3) la sentencia impuesta excede de la pena 
prescrita por la ley, o (d) la sentencia está sujeta a ataque 
colateral por cualquier motivo, podrá presentar una moción a 
la sala del tribunal que impuso la sentencia para que anule, 
deje sin efecto o corrija la sentencia.       

 
La moción para dichos fines podrá ser presentada en cualquier 

momento. En la moción deberán incluirse todos los fundamentos que 

tenga el peticionario para solicitar el remedio provisto en esta regla. Se 

considerará que los fundamentos no incluidos han sido renunciados, 
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salvo que el tribunal, con vista de una moción subsiguiente, determine 

que no pudieron razonablemente presentarse en la moción original.       

  Esta regla se estableció para poner orden a la profusión 

indiscriminada de solicitudes de hábeas corpus, en las que se 

cuestionaba colateralmente la validez de una sentencia condenatoria en 

una sala distinta a la que la había dictado. Rabell v. Alcaides Cárceles de 

P.R., 104 DPR 96, 102 (1975).          

Con la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra, se establece 

un recurso similar al que se autoriza mediante el recurso extraordinario de 

hábeas corpus, en el que se requiere que estos cuestionamientos 

colaterales se planteen en primera instancia ante la sala del tribunal que 

dictó la sentencia condenatoria. Como este procedimiento establece un 

recurso similar al que se autoriza mediante el recurso extraordinario de 

hábeas corpus, se rige por los mismos principios que gobiernan la 

expedición de ese recurso, y sólo está disponible cuando la sentencia 

adolece de un defecto fundamental que conlleva inevitablemente una 

violación al debido proceso de ley. Es por ello que, salvo circunstancias 

excepcionales, no se concederá en sustitución del recurso ordinario de 

apelación. Rivé Rivera, D., Recursos Extraordinarios, San Juan, Univ. 

Interamericana, 2da. Ed., 1996, págs. 181-184; y, Otero v. Alguacil, 116 

DPR 733, 740 (1985).        

Por tanto, la moción solicitando que se anule, se deje sin efecto o 

se corrija una sentencia al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, supra, tiene que presentarse ante el tribunal que impuso la 

sentencia que se pretende impugnar.         

Si al examinar la moción al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra, se desprende claramente que el 

peticionario no tiene derecho a remedio alguno, el tribunal puede 

rechazarla de plano sin necesidad de celebrar audiencia. Pueblo v. 

González Polidura, 118 DPR 813, 827 (1987); Camareno Maldonado v. 

Tribunal Superior, 101 DPR 552, 562 (1973).       
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De otra parte, si el TPI determina que la sentencia fue dictada sin 

jurisdicción; que la misma excede la pena prescrita por ley; que por 

cualquier motivo está sujeta a ataque colateral; o que ha habido tal 

violación de derechos constitucionales del solicitante, podrá, 

discrecionalmente, dejarla sin efecto, ordenar la excarcelación del 

convicto y su puesta en libertad, dictar nueva sentencia o conceder un 

nuevo juicio, según proceda. Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 809, 

824  (2007).       

La determinación que realice el foro primario, luego de escuchar y 

admitir la prueba que se presente por las partes, deberá ser una fundada 

en prueba convincente y satisfactoria y, naturalmente, estará sujeta a ser 

revisada por el Tribunal de Apelaciones. Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 

DPR 883, 886 (1993).       

Por último, cabe señalar que la mencionada Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra, según lo ha resuelto nuestro Tribunal 

Supremo, constituye un mecanismo procesal apropiado para que una 

persona que ha sido convicta de delito plantee la alegada privación de su 

derecho a tener una adecuada representación legal en la etapa apelativa. 

Pueblo v. Román Mártir, supra;  Pueblo v. Ortiz Couvertier, supra, a la 

pág. 896.     

B. Sentencias Consecutivas o Concurrentes 

  En lo que respecta a la imposición de las penas una vez ha 

recaído un fallo condenatorio en contra de un imputado de delito, la 

norma vigente en el ámbito procesal criminal dispone, en su parte 

pertinente, que:   

Cuando una persona fuere convicta de un delito, el 
tribunal sentenciador, al dictar sentencia, deberá determinar 
si el término de prisión impuesto habrá de cumplirse 
consecutiva o concurrentemente con cualquiera o 
cualesquiera otros términos de prisión. Si el tribunal omitiere 
hacer dicha determinación, el término de prisión impuesto se 
cumplirá concurrentemente con cualesquiera otros que el 
tribunal impusiere como parte de su sentencia, o con 
cualesquiera otros que ya hubieren sido impuestos a la 
persona convicta. 34 LPRA Ap. II, R.179.  
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  El precitado texto estatutario dispone claramente que en aquellos 

casos en los que el Tribunal omita establecer que las sentencias habrán 

de cumplirse de forma consecutiva, la sentencia impuesta habrá de 

cumplirse concurrentemente con cualquier otra.  Pueblo v. García Parra, 

165 DPR 339 (2005).  De ahí que se disponga que la consecuencia 

sustantiva de la transcrita Regla es que, como regla general, el foro 

sentenciador tiene discreción para establecer si las sentencias se 

cumplirán consecutiva o concurrentemente.  Id.   

 Sin embargo, en la Regla 180 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 180,  se contemplan una serie de circunstancias en las que el 

juez tiene la obligación de establecer que la sentencia impuesta se 

cumplirá consecutivamente con otra que esté cumpliendo el acusado.3  

 Al realizar esta determinación, el tribunal sentenciador puede tomar 

en consideración la naturaleza de los delitos, los límites fijados por el 

estatuto correspondiente, así como todos aquellos principios de justicia 

relativos a los hechos particulares del caso. Pueblo v. Hernández 

Mercado, 126 DPR 427 (1990); Pueblo v. Burgos Hernández, 113 DPR 

834 (1983). Ejercida adecuadamente esta sana discreción judicial, como 

tribunal apelativo no intervendremos con la determinación a menos que 

medie pasión, prejuicio, parcialidad o mal juicio. Pueblo v. Rodríguez 

Santana, 146 DPR 860 (1998); Pueblo v. Matos Pretto, 93 DPR 113 

(1966). La norma es que prevalecerá el ejercicio de discreción del tribunal 

de instancia en la imposición de la pena, a menos que se nos demuestre 

un claro abuso de discreción. Pueblo v. Rodríguez Santana, supra; 

                                                 
3
  Regla 180. Términos que no se podrán cumplir concurrentemente 

 No podrán cumplirse concurrentemente los términos de prisión que deban imponerse en 
los siguientes casos:   (a) Cuando el reo fuere sentenciado por delito cometido mientras 
estuviere bajo apelación de otra causa o causas o mientras estuviere en libertad por 
haberse anulado los efectos de una sentencia condenatoria.  (b) Cuando el reo estuviere 
recluido o tuviere que ser recluido por sentencia a prisión en defecto de pago de 
cualquier multa inpuéstale.  (c) Cuando el reo cometiere el delito mientras estuviere 
recluido en una institución penal o cumpliendo cualquier sentencia.  (d) Cuando el reo 
cometiere delito mientras estuviere en libertad bajo palabra o bajo indulto condicional o 
bajo cualquier medida de liberación condicional en la cual se le considerare cumpliendo 
la sentencia impuesta por ci tribunal.  (e) Cuando el reo fuere sentenciado por delito 
cometido mientras estuviere en libertad bajo fianza, acusado por la comisión de delito 
grave. (f) Cuando el reo fuere sentenciado por delito grave o menos grave, según se 
tipifican en la sec. 4248 del Título 33.   
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Pueblo v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 21 (1995); Pueblo v. Echavarría, 

128 DPR 299 (1991); Pueblo v. Pérez Zayas, 116 DPR 197 (1985). 

C. Recurso de Certiorari 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491, et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 

pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal inferior. 

Nuestro Tribunal Supremo reiteradamente ha establecido que este 

recurso procede para revisar tanto errores de derecho procesal como 

sustantivos.  Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001);  Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Véase, además Ley de la 

Judicatura de Puerto Rico 2003, Art. 4.006, 4 LPRA sec. 24y.        

De otro lado, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones,  4 LPRA Ap. XXII B,  contiene los criterios que debemos 

considerar al momento de atender un recurso para que se expida un auto 

de certiorari, a saber:     

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.   

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.     

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.   

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.    

    

Sobre estos criterios de evaluación nuestro más Alto Foro ha 

enunciado que este foro apelativo intermedio debe evaluar tanto la 

corrección de la decisión recurrida así como la etapa del procedimiento en 

que el recurso es presentado, con el fin de determinar si dicha etapa es la 

más apropiada o conveniente para intervenir con lo actuado por el foro de 

instancia y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una dilación 

injustificada del pleito.  Torres Martinez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83 

(2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79 (2001).  Por tanto se trata 
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de un recurso a ser expedido discrecionalmente. Banco Popular de P.R. 

v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997).    

IV. 

Luego de revisar el expediente ante nos, no hallamos razón que 

justifique el intervenir con la decisión del foro recurrido. Es nuestro criterio 

que  como cuestión de derecho en el dictamen recurrido no medió  

prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto por parte del TPI. Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. No tenemos duda 

alguna de que el TPI actuó correctamente al denegar la moción al amparo 

de la Regla 192.1, supra, ya que de su faz es improcedente. Sobre todo 

cuando los hechos cometidos por el peticionario fueron bajo la vigencia 

del Código Penal del 1974, y no le aplica las enmiendas al Código Penal 

del 2004 ó 2012.  Además, el peticionario hizo alegación de culpabilidad 

libre y voluntariamente bajo los términos recogidos en la sentencia, 

debidamente asistido de abogado. 

V. 

Por los fundamentos antes expresados, denegamos expedir el auto 

de certiorari solicitado.  

  Notifíquese inmediatamente. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

  

 

                                             Dimarie Alicea Lozada   
                               Secretaria del Tribunal de Apelaciones        
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